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ASISTEN: — Señores Representantes Edgar Bellomo, Nahum Bergstein, Daniel García Pintos y Walter 
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INVITADOS: Señores Ministro del Interior, escribano Guillermo Stirling; y Subsecretario, doctor Daniel 
Borrelli. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Está abierto el acto. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración agradece especialmente al 
señor Ministro del Interior, Guillermo Stirling por concurrir hoy aquí a solicitud de la representación en esta 
Comisión del Encuentro Progresista-Frente Amplio para darnos la versión oficial de ese Ministerio respecto a 
lo que se llamó en el segundo tercio del mes de enero "La marcha de FUCVAM hacia Punta del Este". 


Más allá de todos los preámbulos que esto tuvo, el 19 de enero los cooperativistas llegaron a las 
inmediaciones de Punta del Este. Se realizó un acto en Portezuelo que culminó a la hora 18 y 30. Gustavo 
González, Secretario General de FUCVAM anunció que Víctor Fernández, Presidente de la Federación, 
estaba en la plaza Artigas de Punta del Este colocando flores al pie del monumento al Prócer. Por teléfono 
informó que lo quieren detener. Se escabulle y se afirma que su captura es solicitada -esto no pudimos 
comprobarlo- incluso por medio de prensa. Luego es detenido con el resto. El Secretario de FUCVAM 


anunció que toda la dirección nacional y caminantes intentarán pacíficamente pasar las vallas y seguir hacia 
Punta del Este. En total son ciento sesenta y nueve personas que iban a entregar en manos de las autoridades 
el listado de los que iban traspasar la valla con nombre, apellido, número de cédula y que estarían 
identificados con el rótulo de "caminante". Naturalmente, llevarían su cédula de identidad en la mano. Un 
dirigente de FUCVAM se acercó al oficial de policía y le entregó la lista de los ciento sesenta y nueve 
caminantes y sus cédulas de identidad. Las personas son detenidas y posteriormente subidas a camiones y 
trasladadas. El Inspector San Pedro, Jefe de Policía de Maldonado comunicó a los periodistas que existía 
orden judicial para detener a las personas, cosa que luego se comprobó que no era cierto. También fue 
detenido el periodista Alberto Silva del programa "Amargueando" de 1410 AM libre. A la hora 20 y 40 la 
justicia dispuso la libertad de los detenidos. Estos son sucintamente los hechos sobre los que queremos 
hablar. No está en discusión -no porque pensemos que las cosas sean tan claras sino porque no es lo que nos 
preocupa en este llamado- hasta dónde llegan las potestades de la Administración en cuanto a si una 
manifestación se puede hacer acá o allá. Ese tema, por lo menos a los efectos de nuestra inquietud, no está en 
juego, no porque aceptemos pacíficamente lo que el Ejecutivo dice sino porque no es el objetivo de esta 
reunión. Todo esto que he tratado de resumir nos provoca como fuerza política algunas preguntas. 


1) Sí es cierto, como informan diversos órganos de prensa, que el propio Presidente de la República dio la 
orden de colocar el vallado en Portezuelo y no en la Parada 24, en la Rambla Williman como al principio 
aparentemente -según las versiones de prensa y de algunos miembros de FUCVAM- se habría establecido o 
sugerido por parte del Ministerio del Interior. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Si va a ser usted el miembro de su fuerza política que va a realizar las 
preguntas, me parece desde el punto de vista del procedimiento que correspondería que dejara al 
Vicepresidente que presida para que usted pueda realizar las preguntas desde su lugar. Me parece que 
desde el punto de vista del procedimiento es lo que corresponde. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Barrera) 
SEÑOR ORRICO.- No tengo ningún inconveniente en hacerlo 


Dos: si FUCVAM solicitó que un grupo siguiera hasta la plaza Artigas a depositar una ofrenda floral al pie 
del monumento al Prócer, comprometiéndose a cumplir con todas las reglamentaciones en materia de 
circulación. Vale decir circular por las aceras, respetar los semáforos, no llevar banderas, etcétera. Esa 
solicitud fue expresamente denegada. 


Tercero, si se provocó un embotellamiento de vehículos -algunas informaciones de prensa hablan de cinco 
kilómetros- a partir de las detenciones. 


Y, en último lugar, por lo menos por ahora, cuál es el fundamento legal que se tuvo para la detención de las 
personas. 


Agradecemos enormemente su presencia aquí. 


Es cuanto tenía que decir. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En esta instancia los agradecidos por esta comparecencia 
somos nosotros, el señor Subsecretario del Interior y quien habla, porque encontramos en este ámbito 
parlamentario el espacio para hablar sobre lo que ha sido la política del Ministerio en los últimos años 
y, fundamentalmente, cuando ha habido declaraciones que nos imputan violar la Constitución. Eso, a 
mi juicio, es un hecho grave. 


La necesidad de concurrir al Parlamento la manifesté a las pocas horas de enterarme de que la agrupación del 
Frente Amplio, al día siguiente de la marcha, había estado reunida y concluyó que yo iba a ser convocado por 
la Comisión Permanente. 


Inmediatamente llamé por teléfono a la Senadora Marina Arismendi, Presidenta de la Comisión Permanente, 
para ponerme a disposición. Pasó este tiempo y recién he sido convocado en esta instancia a sugerencia del 


señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero decir al señor Ministro, porque nobleza obliga, que la Senadora Arismendi 
me comunicó inmediatamente esa conversación que había tenido con usted. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Cuando a un Ministro del Interior se le imputa violación de la 
Constitución es un hecho fuerte. Nosotros estamos en esta Cartera hace cincuenta y dos meses, cuatro 
años y cuatro meses exactamente. En estos cincuenta y dos meses, seguramente, hemos cometido 
errores, equivocaciones. Es decir, en un Ministerio tan complejo, muchas veces, hay decisiones 
administrativas que no son las justas, no son las perfectas, pero nunca ninguna decisión nuestra afectó 
aquellos derechos que nosotros entendemos esenciales en un país democrático. Me refiero a los 
derechos individuales, a los derechos humanos, a aquellos que, insisto, son esenciales a la vida de un 
país democrático. 


Y, en ese sentido, con toda sencillez, con todo respeto, en la defensa de los Derechos Humanos no le doy la 
derecha a nadie. Igual, macanudo; menos, no. En la defensa de los derechos individuales no doy la derecha a 
nadie; en la defensa de los derechos que constituyen la esencia de la vida democrática y de un país 
democrático, tanto el Subsecretario como quien habla, no damos la derecha a nadie. 


También digo que hace cincuenta y dos meses, cuatro años y cuatro meses exactamente, el país ha tenido 
movilizaciones, huelgas, ocupaciones, marchas, expresiones todas de un país democrático. Además, digo, con 
mucha satisfacción y quizás, con orgullo, que durante ese período no ha salido a la calle un coche lanza agua 
a disolver una manifestación de ninguna naturaleza; no se ha tirado una sola bomba lacrimógena ni un solo 
tiro ni se ha disparado ninguna bala letal. 


Pocos países del mundo pueden exhibir lo que estamos mostrando nosotros en este momento. La televisión 
nos permite ver todos los días, en los países que se nos ocurra, lo que son las represiones, las manifestaciones 
reprimidas brutalmente. 


No hemos lamentado tragedias durante todo este tiempo. 


Creo que venimos con una gran convicción y con una gran serenidad a exponer lo que, a nuestro entender, 
son medidas lógicas, razonables, fundamentalmente, legales. La realización de reuniones, desfiles y 
manifestaciones en lugares de intenso tránsito, movimiento peatonal y actividad comercial y turística creando 
perturbaciones que afecten o impidan el goce y ejercicio de otros derechos tan respetables como el que se 
pretende ejercer, obligan al poder público a tomar medidas que, sin cercenar de modo alguno el derecho 
fundamental a la libre expresión del pensamiento, atiendan a la protección de la persona y de los bienes de 
aquellos que no adhieren a las manifestaciones. 


De esta forma, no se discrimina en función de ideologías, tendencias filosóficas, políticas, sociales o 
convencionales, por lo tanto, no se lesiona el principio de igualdad jurídica que está en la base de nuestro 
Ordenamiento institucional, máxime que cuando los que hacen valer sus derechos de reunión y circulación, 
lo pueden hacer libremente en otros lugares en los cuales no se perturba el orden público ni afectan el 
derecho de otras personas. 


La Constitución, en su artículo 168, numeral 1” establece que al Presidente de la República, actuando con el 
Ministro, Ministros respectivos o con el Consejo de Ministros corresponde la conservación del orden y 
tranquilidad en lo interior, y la seguridad en lo exterior. Nuestra Ley Orgánica Policial define el concepto de 
orden público y competencia de la policía en su artículo 2”. Como Policía administrativa le corresponde el 
mantenimiento del orden público y la prevención de los delitos. Entiéndese por orden público a los efectos de 
la ley, el estado de hecho en el que se realizan los valores de tranquilidad y seguridad pública, la normalidad 
de la vida corriente en los lugares públicos, el libre ejercicio de los derechos individuales, así como las 
competencias de las autoridades públicas. 


Asimismo, el servicio policial debe protección a los individuos, otorgándole las garantías necesarias para el 
libre ejercicio de sus derechos y la guarda de sus intereses en la forma que sea compatible con los derechos 
de los demás. 


El Decreto del 19 de octubre de 1946 establece que todos los derechos individuales deben usarse con respeto 
del orden público, que es condición esencial de la normalidad de la vida colectiva y de la coordinación del 
juego de todas las libertades. Pero el de reunión pública, que es instrumento social de divulgación de ideas, 
con aglomeración de personas, por regla general, en escenarios públicos reclama la atención de la policía 
para defensa de esa libertad y garantía del orden público y encauzamiento de las demás libertades que son 
circunstancialmente restringidas para asegurar la realización de esas demostraciones colectivas 
indispensables en la vida democrática. 


La autoridad policial debe adoptar las precauciones debidas para la conservación del orden, el orden público 
para la competencia de policías, el conjunto de condiciones en que se basa la normal convivencia colectiva, 
el equilibrio material que permite la coordinación en paz de la acción de las autoridades y de los particulares. 
La misión de la autoridad no es hacer policía de las ideas, insisto, esa no es su misión; su fin es cuidar que no 
se produzcan desórdenes y perturbaciones, hacer prevención y represión de los hechos ilícitos para que exista 
normalidad en los escenarios públicos. El derecho de reunión está garantido por el orden que da seguridad 
para todas las libertades y su ejercicio pleno puede lograrse sin agravio al Estado ni lesión de la sociedad con 
la mínima restricción de los demás derechos sin atentar contra el interés público. Así, sin poner obstáculos al 
derecho de reunión procede -como se ha impuesto en diversas oportunidades- no permitirlos donde impidan o 
perturben el ejercicio de las funciones públicas o en lugares donde la paralización del tránsito puede provocar 
perjuicios serios a la población. Las reuniones y manifestaciones públicas se realizarán conforme al plan de 
sus organizadores en cuanto no apareje riesgo contra el orden público ni agravio al derecho de terceros en la 
forma que ocasione menores inconvenientes al funcionamiento de los servicios públicos, a la normalidad de 
la vida colectiva y al ejercicio de las demás libertades. 


El Comité de Libertad Sindical de la organización de la OIT expresa disposiciones respecto a los derechos de 
reunión y manifestación que creo que es bueno comentarlas. El artículo 136 señala que los derechos 
sindicales incluyen el derecho de organizar manifestaciones públicas, Si bien, cuando se puede temer que se 
produzcan desordenes, la prohibición de manifestaciones en la vía pública, en los barrios más concurridos de 
una ciudad, no constituye una violación de los derechos sindicales, las autoridades deberían hacer lo posible 
para entenderse con los organizadores de la manifestación con el objeto de permitir su celebración en otro 
lugar donde no se teman desordenes. El artículo 138 habla de la exigencia de una autorización administrativa, 
para celebrar reuniones y manifestaciones públicas, y no es en sí objetable desde el punto de vista de los 
principios de la libertad sindical. El mantenimiento del orden público no es incompatible con el derecho de 
realizar manifestaciones, ya que las autoridades competentes pueden entenderse con los organizadores de la 
manifestación sobre el lugar y las condiciones en que se desarrolle ésta. En el artículo 140 se establece que si 
bien el derecho de los trabajadores de realizar reuniones, es un derecho esencial de la libertad sindical, las 
organizaciones quedan obligadas a respetar las disposiciones generales obre reuniones públicas, principio 
enunciado también en el artículo 8” del Convenio número 87, según el cual los trabajadores y sus 
organizaciones, al igual que las demás personas o colectividades organizadas, están obligadas a respetar la 
legalidad. 


El artículo 141 establece que las organizaciones sindicales deben respetar las disposiciones generales 
relativas a las reuniones públicas aplicables a todos y observar los límites razonables que pudieran fijar las 
autoridades para evitar desórdenes en la vía pública. El artículo 143 señala que corresponde al Gobierno, 
como responsable del mantenimiento del orden público, apreciar si en determinadas circunstancias una 
reunión, inclusive de carácter sindical, puede poner en peligro la tranquilidad y la seguridad pública y tomar 
las medidas adecuadas para evitarlo. 


Finalmente, el artículo 145 dice que la obligación de seguir un itinerario previamente fijado para un desfile 
en la vía pública, no constituye una violación del ejercicio de los derechos sindicales. 


Por otra parte, tenemos una serie de decretos que hablan de zonas de exclusión. El Decreto del año 1969 
establece determinadas zonas para las movilizaciones de todo tipo. Tenemos el Decreto 127 de 1999 por el 
que también el Ministerio del Interior podrá tomar medidas pertinentes a los efectos de preservar el uso 
público de las calles, caminos o carreteras. El Decreto 157 de 2000 que dice que la realización de 
concentraciones de personas en espacios públicos tales como campamentos o similares a una distancia menor 
de mil metros de hospitales, sanatorios, centros de enseñanza, etcétera, deberán contar con la previa 
autorización policial. 


Nosotros hemos establecido zonas de exclusión que han sido pacíficamente aceptadas por todos, y nunca se 
ha impugnado la naturaleza jurídica de estos decretos. Nunca se ha impugnado que las autoridades 
municipales y la policía hayan establecido zonas de exclusión en varios lugares del país, por ejemplo, por 
acontecimientos deportivos. Cada vez que hay un clásico, cada vez que hay un partido importante en el 
Estadio, hay zonas de exclusión y a nadie se le ha ocurrido que hay una limitación en el derecho a la libre 
circulación. Cuando hay festejos electorales se predetermina los límites que cada uno de los partidos tienen y 
a nadie se le ocurre que se esté afectando un derecho de circulación. Es parte de la esencia de que el Estado 
tiene que regular, sin lugar a dudas, derechos. ¿Por qué se ha impedido la marcha de FUCVAM al centro de 
Punta del Este? De la misma forma que el año pasado con motivo de la realización de la marcha del PP.CNT 
a Punta del Este, luego de enfrentamientos y planteamientos en buen tono pero en forma muy enérgica de 
parte tanto de la dirigencia del PP-CNT como del Ministerio del Interior, se acordó razonablemente un lugar 
que compatibilizaba, por un lado, la propia motivación que tenía el PIT-CNT y, por otro, la preservación y 
tranquilidad de una ciudad balneario que está ubicada en una península que tiene nada más que sesenta y 
nueve manzanas. Una península que tiene ciento cuarenta o ciento cincuenta mil personas en pleno verano. 


Se realizó el acto y fue normal, con una concurrencia muy importante, donde no hubo un solo incidente o 
aglomeración ni trastorno que afectara sustancialmente la vida de un balneario. 


Estuvimos conversando con los representantes de FUCVAM cuando fueron a plantearme al Ministerio su 
deseo de hacer la manifestación y concentración en la Plaza Artigas. Les expresamos que el Gobierno tiene 
que preservar las zonas turísticas. A este país viene gente buscando tranquilidad y en un lugar donde hay 
miles de turistas, donde circulan centenares y donde la aglomeración es un hecho constante por la propia 
naturaleza de una península con 69 manzanas, no podíamos permitir que se realizara una marcha 
cooperativista, sindical, política, religiosa o deportiva en pleno verano, por lo que les ofrecimos las 
alternativas posibles, por las que finalmente había optado el PIT-CNT. En otra oportunidad el PIT-CNT llevó 
adelante ese acto y en esta FUCVAM no aceptó ese criterio, generando una serie de dificultades e 
inconvenientes que el señor Subsecretario va a detallar. Me gustaría que el doctor Borrelli respondiera las 
preguntas formuladas por el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR BORRELLI.- Las preguntas tienen que ver con la detención de los manifestantes en esa 
circunstancia. 


Voy a dar lectura a un informe del asesor letrado de la Región Policial TIL, que me dirige el día 22 de enero, 
donde explica sustancialmente la detención de los integrantes de FUCVAM. Dice así: "A requerimiento del 
Comando de la Jefatura de Policía de Maldonado, participamos del operativo realizado el día domingo 19 de 
enero de 2003.- Con fecha viernes 17, a las 11:00 horas se había coordinado una reunión con las Juezas de 
Feria y la Fiscal de Turno durante el fin de semana siguiente doctoras Gomeza, Rodríguez y Fossati; reunión 
en la cual se le explicó por parte del Inspector Maldonado del detalle del operativo a llevarse a cabo. 
Evacuando en dicha oportunidad las interrogantes que surgieron.- Por nuestra parte se explicó la importancia 
que para el Comando tenía la presencia de ambos magistrados, en la medida que otorgaba las máximas 
garantías tanto a los integrantes de la marcha de que no se cometieran excesos por parte de los funcionarios 
policiales, como a la policía, ya que al estar en el mismo lugar de los hechos se evitarían eventuales 
desmanes y/o provocaciones de parte de los integrantes de la marcha.- Otorgando como se dijo las máximas 
garantías.- Es de destacar que desde el primer momento ambos magistrados manifestaron su voluntad de 
colaborar cada una en el ámbito de sus competencias.- El día domingo se concurrió al cruce tránsito previsto 
por la policía para el primer vallado," -era de policías desarmados- "haciendo el recorrido en forma inversa al 
recorrido que se había autorizado para que los marchistas ingresaran a Maldonado. O sea desde Maldonado 
hasta Portezuelo.- Ya en el lugar se apersonaron algunos dirigentes de FUCVAM quienes aspiraban a 
mantener una reunión con la Juez y la Fiscal, extremo que se llevó a cabo participando la Fiscal, la Juez, el 
Sr. Jefe y yo, en la cual la dirigencia sindical nos manifestó que existía una resolución de la Asamblea de 
FUCVAM procurar un arresto traspasando el vallado. En estos términos tanto la Juez como la Fiscal solicitan 
que se desista de tal actitud, que de lo contrario se trate por todos los mandos de la dirigencia de evitar actos 
de violencia, lo que es aceptado. Definiendo el arresto como 'acordado"'.- En dicha oportunidad se requiere 
por nuestra parte que nos proporcionen la cantidad de personas que se autorizaría por FUCVAM a pasar la 
valla a lo que la directiva se compromete a proporcionar la lista con el nombre y número de Cédula de 
Identidad de cada una persona así como identificarlos con un distintivo.- Unos momentos más tarde se 
solicita una reunión con participación del abogado FUCVAM, en la cual también participan la Juez, la Fiscal, 
el Inspector Maldonado, El Sr. Jefe de Policía y yo al cual se le explica que no se pretende obstaculizar la 


marcha sino que en ese lugar solamente se desviaría la misma por otro camino y cuál era la razón de la 
presencia del Juez, Fiscal, quienes ratificaron que su presencia consistía en otorgar garantías a todos.- 
Durante el acto permanecimos dentro del móvil policial a escasos metros del primer vallado cordón de 
contención.- Terminado el acto y en la medida que las personas que integraban la fila eran muchas, se analizó 
la situación en forma informal y como hipótesis de trabajo con referencia a la detención que se estaba 
produciendo, el destino de las personas (sobre todo si había posibilidades de asegurar un lugar adecuado para 
la permanencia de tantas personas) y de qué forma se procedería a otorgar las libertades (si todas juntas una 
vez registradas o en etapas con un lapso de tiempo entre cada una y con qué prioridades).- Una vez que se 
constató que todo se desarrollaba con normalidad y en parte dentro de os márgenes acordados nos retiramos, 
tanto la Jueza, La Fiscal y yo". Este informe está firmado por el "Comisario (PT) doctor Amilcar Piquinela". 


En este sentido, cabe agregar que este memorándum fue puesto a consideración de la señoras Jueza y Fiscal 
antes de ser enviado al Ministerio del Interior. De aquí no surge, pero en un momento la Jueza ordena la 
detención del sindicalista Fernández, que estaba en la Plaza Artigas de Punta del Este con un celular 
trasmitiendo a través de una radio hacia los altoparlantes donde estaban concentrados los manifestantes, 
exhortando a que traspusieran la valla y se dirigieran hacia la Plaza Artigas de Maldonado. En ese momento, 
la Jueza entendió que estaba incitando a cometer el delito de desacato y, por lo tanto, decide su detención, 
que se procede horas más tarde, porque no estaba ubicable. 


Evidentemente, la detención se produce en forma acordada. FUCVAM presenta una lista manuscrita con 
todas las personas que querían trasponer la valle, donde figura nombre, apellido, lugar al que pertenecen y 
cédula de identidad. En esta lista también figura el periodista Silva, que recién se identifica debidamente en 
la Comisaría cuando se toma su ingreso. 


La detención la hizo la policía pero la señora Jueza estaba en el lugar, a escasos metros del procedimiento, y 
si lo hubiese considerado ilegal inmediatamente hubiese impedido esa acción. En ese momento se estaba 
cometiendo un delito infraganti, es decir, el desacato, debido a que había una desobediencia abierta al 
mandato de los funcionarios al trasponer la primera valla de contención policial con policías desarmados. Es 
de destacar que en esta clase de detención no se produjo absolutamente ningún forcejeo, ni siquiera forcejeos 
entre los policías y los manifestantes, que se hizo en total normalidad; primero fueron conducidos a un 
destacamento de Portezuelo y luego a algunas comisarías. Inclusive, algunos iban a ser trasladados en un 
camión, pero -de acuerdo con lo que informa el señor Jefe de Policía- existe la intervención de dos 
Representantes Nacionales; se accede a que no sean trasladados en camión y la propia Jefatura de Policía de 
Maldonado arrienda un ómnibus para que todos sean trasladados por este medio a las distintas comisarías en 
las que iban a quedar alojados. 


Luego, allí, se da cuenta a la señora Jueza de la cantidad de manifestantes que estaban detenidos, quien indica 
que se fueran poniendo en libertad poco a poco y que quedaran emplazados para el día siguiente tres o cuatro 
dirigentes para que fueran trasladados al Juzgado de Maldonado. 


Este presumario que en ese momento elaboraron la señora Jueza y la señora Fiscal aún está en esa etapa de 
presumario, es decir, no ha habido -hasta el día de hoy- resolución respecto al archivo o prosecución de las 
actuaciones. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Subsecretario hizo referencia a la intervención de dos 
Representantes Nacionales en este episodio. Me parece que es relevante saber de quiénes son esas 
personas, que toman contacto con el Ministerio. 


SEÑOR BORRELLI.- Enseguida busco sus nombres en el informe elaborado por el señor Jefe de 
Policía, enviado al señor Ministro. 


SEÑOR ORRICO.- Darío Pérez y Enrique Pérez Morad. 


SEÑOR BORRELLL.- En el informe que hizo el señor Jefe de Policía para el señor Ministro se hace 
constar que cuando se procedía a subir detenidos al camión, se presentan al suscrito -el señor Jefe- los 
Diputados Pérez Morad y Sendic, y otros, solicitando que no se los trasladara en camión, a lo que se 
accede, y se ordena el descenso y su traslado en otro medio. 


El informe del señor Jefe de Policía figuran Pérez Morad y Sendic como Representantes Nacionales. 


Con respecto a la orden presidencial y su recorrido, ocurrió lo siguiente. El día 13 FUCVAM presenta el Jefe 
de Policía la solicitud de colocar una ofrenda floral en la Plaza Artigas de Punta del Este. El día 15 el Jefe de 
Policía se reúne con los representantes de FUCVAM en su despacho, y les expresa que hasta la plaza de 
Punta del Este no podrían ir sino hasta la Parada 24 -donde están los semáforos-, y luego subir por esa calle 
hasta el lugar de concentración donde había estado el año pasado el PPECNT. 


Eso se acuerda el día 15 en horas de la mañana; durante la tarde los integrantes de FUCVAM se reúnen con el 
señor Ministro. 


El viernes 17 el señor Presidente de la República se comunica con quien habla y expresa que a la marcha no 
se le permita llegar hasta la Parada 24 sino que se corte en el intercambiador de Solanas, y que los 
manifestantes concurran por camino Lussich hasta el lugar que el día 15 tenían destinado para concentrarse. 


SEÑOR ORRICO.- Quedó una pregunta respecto a si se formó un embotellamiento, pues la prensa 
informa de una fila de autos de cinco kilómetros. En caso afirmativo, quisiera saber a qué atribuyen 
eso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Efectivamente; de la misma forma que se cumplieron todos los 
acuerdos alcanzados en la negociación que se tuvo con los integrantes de PII-CNT el año pasado, en 
esta oportunidad se le planteó a un dirigente de FUCVAM, señor Porley, que se dejara una senda para 
que pudieran transitar los vehículos que ingresaran o salieran de Punta del Este. 


En los hechos no se cumplió con esa promesa de que se iba a dejar una senda y realmente se invadieron 
ambas sendas, provocando el embotellamiento al que hace referencia el señor Diputado Orrico. 


Hoy -con esto quiero referirme a por qué tenemos que preservar el turismo, por qué tenemos que preservar 
zonas de tranquilidad- sale una carta de una ciudadana argentina que firma con su nombre y documento de 
identidad, en la que realiza apreciaciones críticas sobre algunos aspectos de Punta del Este: falta de bañistas, 
falta de señalizaciones y, expresamente, el embotellamiento que provocó la marcha de FUCVAM, no 
sabiendo si atribuir responsabilidades a la policía o a FUCVAM, pero que en última instancia esto repercutió 
en miles y miles de turistas que sufrieron bastantes complicaciones. 


Con esto apunto, en una reflexión que en última instancia todos debemos compartir, a buscar medidas que 
sirvan para preservar nuestro turismo en los lugares ya habituales de concurrencia, que son los que llevan a 
los turistas a descansar y a venir a Uruguay. Si faltaba poco para reafirmar todo esto, no solo FUCVAM pidió 
ir a Punta del Este, sino que ahora también los jubilados quieren ir allí, y realizar la Mesa del Frente Amplio 
de Maldonado; inclusive, hubo una propuesta de los deudores en dólares para ir a Punta del Este. 


Yo creo que tenemos que pensar un poco en lo que represente hoy Punta del Ese como generadora de trabajo; 
lo que representa Punta del Este y los balnearios. 


Recuerdo una situación que el propio Diputado Orrico vivió en un balneario que no tiene nada que ver con 
Punta del Este porque es tremendamente chico; yo compartí la inquietud del Diputado. En la playa de San 
Francisco permanentemente pululaban motos de agua y escandalizaban a toda hora a quienes van a descansar. 
¿Por qué su preocupación me pareció legítima? Porque el derecho del conductor de una moto de agua 
termina cuando comienzan los derechos de toda una colectividad que va a un lugar a descansar. Y prosperó 
felizmente esa iniciativa y preocupación del señor Diputado, y hoy todos descansamos un poco más sin 
ruidos de motos de agua. 


SEÑOR PRESIDENTE (Barrera).- Conjunción del interés público y el interés privado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Exacto. 


Creo que ese es el gran tema que todos tenemos entre mano, es decir, los equilibrios de los derechos, el 
equilibrio que debe tener el derecho de un dirigente cooperativista, un dirigente sindical, un dirigente 


religioso, un dirigente deportivo con el derecho colectivo de quienes no comparten las motivaciones de esas 
movilizaciones. 


SEÑOR ORRICO.- La referencia a las motos de agua me trae buenos recuerdos: juntamos mil 
seiscientas firmas en un balneario que tiene un total de quinientas casas. La movilización fue brutal, y 
también obedecía a otras cosas, como que salían desde la playa, lo que implicaba que en cualquier 
momento le cortaran la cabeza a alguien. Además, había una polución acústica muy grave, porque se 
trataba de Punta Colorada -lugar al que se refiere el señor Ministro- donde hay una especie de bahía 
en la que el ruido era ensordecedor en todas las casas. Ahí, claramente había violación de los derechos 
de la gente. 


De todas formas agradezco la referencia al señor Ministro porque eso me trae muy buenos recuerdos. 


Con respecto al embotellamiento, yo tengo -por lo menos de una parte- una visión totalmente distinta a partir 
de los documentos que se manejan. Acá hubo un embotellamiento que fue provocado por una impericia por 
parte de quienes detuvieron a las personas. Eso es muy claro porque la foto que tengo en mi poder demuestra 
que cuando detuvieron a la gente -como destacaba el señor Subsecretario, la cosa se hizo muy pacíficamente; 
no hubo forcejeo; había una decisión de aceptar la detención-, la pusieron en fila para que fuera 
presentándose en el destacamento policial que correspondiera, y en lugar de hacerlo paralelamente a la ruta, 
cruzaron la ruta con la gente. Entonces, ciento setenta personas haciendo cola provocaron la interrupción del 
tránsito. Eso es muy claro. Una de las fotos muestra el momento en que las personas están paradas ocupando 
las dos vías, y la otra, cuando las empiezan a cruzar. 


Por otro lado, señores Ministro y Subsecretario, de entrada dije que la parte de la potestad de la 
administración sobre determinar "aquí sí" y "aquí no" no la iba a discutir porque me parecía que no era lo 
trascendente en este momento. Lo que a nosotros, como fuerza política, nos preocupa enormemente es cómo 
se detienen personas. 


Nuestra visión del asunto es distinta a la que aquí se ha presentado. Se hace una marcha, que culmina con un 
acto en Portezuelo, tal como había establecido la Administración. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No; la Administración no estableció Portezuelo como 
alternativa, sino la Plaza de Las Lobas, donde se concentró el PIT-CNT el año pasado, en la 
terminación de la Parada 5 y el inicio de Maldonado. Ahí se instalaron porque quisieron y sin 
autorización; lo que había establecido la Policía de Maldonado fue otra cosa. 


SEÑOR ORRICO.- Perfecto. Pero se hace el acto, sin ningún inconveniente, hablan los deudores en 
dólares y otra serie de personas, y se termina el acto. Ciento sesenta y nueve personas están dispuestas 
a ir caminando hacia la plaza de Punta del Este a poner una ofrenda floral. Esas ciento sesenta y nueve 
personas dicen que van a ir por la vereda, respetando todas las normas de circulación, sin ninguna 
bandera, simplemente caminando, y cuando van a pasar, las detienen. Honestamente, no entiendo qué 
delito está cometiendo esta gente. Las personas pueden ser detenidas solo infraganti delito y aquí no 
hay delito alguno. Aquí parece que hubiera habido una tozudez de decir: "Acá no pasa nadie. De 
ustedes, no queremos ninguno". 


Admito todas las elucubraciones que se pueden hacer sobre lo importante que es tal zona o tal otra - 
razonamiento que encierra en sí mismo una cuota de límites imprecisos que tal vez deberíamos discutir con 
más profundidad, aunque no en este momento-, pero lo que me preocupa -no acuso al señor Ministro del 
Interior que, por lógica, no estaba presente- es que, desde mi punto de vista, según mis conocimientos de 
cómo se deben manejar las cosas, la situación se manejó mal porque se pudo haber establecido alguna otra 
medida. 


Este es el punto de vista que, como fuerza política, queremos manifestar: creemos que acá hubo detenciones 
que no tenían un marco legal adecuado para que se produjeran. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- ¿El señor Diputado piensa que estando presentes la Jueza y 
las Fiscales las detenciones fueron ilegítimas? Estuvieron presentes, vieron todo el operativo, tomaron 


conocimiento, hubo una actitud premeditada de quebrar una decisión administrativa del Gobierno de 
no traspasar y ellos, voluntariamente, dijeron que querían ser detenidos. Fue una detención acordada, 
según dijeron ellos. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Ministro: lo de acordado significa: "Si no nos dejan hacer aquello a lo que 
nosotros consideramos que tenemos derecho, deténgannos". En cuanto a la presencia de la Jueza, debo 
decir que manifestó a los representantes de FUCVAM que a ella accedieron: "Yo estoy acá para 
garantizar derechos". Ahora, la orden escrita de Juez competente no está. 


Lo que digo es que, más allá de todo esto, creo que acá hubo detenciones de personas que lo único que 
manifestaban era que iban a circular respetando lo que la Administración había determinado, porque nadie 
me puede impedir circular por tener puesta una camiseta que diga: "FUCVAM". Hipotéticamente, puedo 
admitir que se detenga una manifestación, pero estas personas dijeron que iban a ir sin banderas, que estaban 
dispuestas a identificarse y a aceptar todas las normas para no provocar inconvenientes, desde el semáforo 
hasta lo que fuera. Honestamente no entiendo cuál es el fundamento legal para decir a estas personas: 
"Ustedes no pueden entrar", como previendo que como pertenecen a determinada organización, se va a armar 
lío, en una península que tiene motivos de embotellamiento muchísimo más graves que ciento setenta 
personas que caminen por la calle, porque se sabe que cualquier desfile que se produzca provoca 
embotellamientos ya que se trata de una ciudad que fue pensada para unos pocos miles de personas y hoy hay 
ciento cincuenta mil personas en la alta temporada. 


Entonces, realmente acá no se ha actuado en la forma en que creemos -utilizo el plural porque represento a 
una fuerza política- se debió actuar. 


Antes de finalizar, quiero hacer una aclaración. 


Creo que he hablado bastante y que he planteado con la mayor claridad posible las inquietudes de nuestra 
fuerza política. Sé que habrá Diputados que me contestarán, pero quiero decir previamente que no voy a 
replicar porque tiempo habrá para que los Diputados, entre nosotros, podamos discutir de lo que queramos. 
Hoy me interesaba escuchar la opinión del señor Ministro, lo cual no significa de ninguna manera -tal vez sí- 
que vaya a avalar nada de lo que se diga "prima facie", sino que simplemente por respeto al Secretario de 
Estado no voy a contestar para que esto no se prolongue indefinidamente; ya dije lo que tenía que decir, he 
recibido las respuestas que los señores Ministro y Subsecretario consideraron pertinentes y escucharé con 
mucho respeto lo que digan los otros colegas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Orrico ya ha terminado su planteo. Resta una 
contestación del señor Ministro del Interior al respecto y, después, la Mesa daría la palabra a los 
oradores que están anotados, si hubiera cuestionamientos o reflexiones. En caso de entender que han 
sido claros el planteo del señor Diputado Orrico y la respuesta del señor Ministro del Interior, en la 
próxima sesión nos dedicaríamos de lleno al debate o dejaríamos el tema para la reflexión personal. 


Quiere decir que para cumplir correctamente con mi tarea de Presidente, otorgando garantías a las dos partes, 
voy a dar la palabra al señor Ministro del Interior para que concluya con el objeto del llamado a esta 
Comisión y luego a los señores Diputados. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En relación a.... 


SEÑOR BERGSTEIN.- Nosotros pedimos autorización para ser escuchados en el seno de la Comisión. 
La reunión apenas ha empezado y no sé si ya fuimos anotados para pedir autorización y luego hacer 
uso de la palabra. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Los legisladores anotados para hacer uso de la palabra son los señores 


Diputados Borsari Brenna, Fernández Chaves, quien habla, Bergstein y Michelini. Quiere decir que el 
señor Diputado Bergstein está anotado. 


Además, yo no voy a hacer reflexiones, porque creo que la contestación del señor Ministro del Interior al 
señor Diputado Orrico es el objeto del llamado. De manera que el señor Diputado Bergstein ascenderá un 
lugar en el orden que acabo de mencionar, puesto que yo le cedo el mío. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido autorización a la Comisión y estoy a lo que la Comisión resuelva. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se autorice a los señores Diputados que no son delegados de sector 
a hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a votar si los señores Diputados Bellomo y Bergstein pueden hacer uso 
de la palabra. 


(Se vota) 
Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado claro el procedimiento a seguir; pedimos disculpas al señor 
Ministro, pero él comprenderá porque ya ha estado en estas lides parlamentarias. 


Lo que resta es la contestación definitiva del señor Ministro del Interior; luego harán uso de la palabra 
aquellos señores Diputados que quieran dejar sus constancias o formular preguntas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Uno de los puntos que preocupa al señor Diputado Orrico - 
creo que legítimamente en tanto y cuanto se trata de la detención de personas- son las garantías de las 
que estuvo rodeado todo el operativo. Insisto: se contó con la presencia de la Jueza, con la presencia del 
Fiscal a pocos metros de los hechos y se produjo una detención "in fraganti", porque, evidentemente, 
voluntariamente ellos dijeron: "Vamos a incumplir la orden dada por el Gobierno a través de la 
Policía. Vamos a transgredirla conscientemente", a tal grado que hicieron una lista de las personas que 
iban a transgredir la resolución de la Policía que no permitía pasar las vallas. Por eso creo que el 
procedimiento tuvo amplias garantías. Si no hubiera estado presente el Fiscal, si no hubiera estado la 
Jueza, podríamos suponer que se cometió algún exceso; la garantía es la presencia de ambos 
representantes de la Justicia y del Ministerio Público. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero hacer una pregunta al doctor Borrelli. 


El señor Subsecretario leyó un parte que hacía referencia a una lista de personas -ciento sesenta y nueve o 
ciento setenta personas- facilitada por la dirigencia de FUCVAM. Quisiera saber si esa lista proporcionada al 
Ministerio fue como una especie de entrega de personas que querían ser arrestadas. No alcancé a entender 
bien cuál es el significado de esa lista, porque el señor Subsecretario leyó un poco rápido el parte policial; me 
gustaría que se me aclarara ese extremo. 


SEÑOR BORRELLI.- Las autoridades de FUCVAM proporcionaron una lista de ciento cincuenta y 
siete personas -para ser más exactos-, quienes expresaron su conformidad en cuanto a ser detenidas 
porque iban a trasponer el primer vallado en el que había policías desarmados. Inclusive, tenían un 
distintivo especial, que eran unas camisetas blancas con las letras de la sigla FUCVAM. Según el asesor 
letrado, esto fue una detención acordada. 


(Hilaridad) 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Aclaro, porque tal vez no todos lo conozcan, que el señor 
Subsecretario tiene una larga actuación como Fiscal y también como Juez Penal y Jefe de Policía. 


Pregunto al doctor Borrelli si figura en algún reglamento, en alguna normativa interna, o a nivel internacional 
-porque el señor Subsecretario ha colaborado con la Cátedra- algo relativo al arresto acordado. ¿El doctor 


Borrelli lo conoce? 


(Hilaridad) 


SEÑOR BORRELLI.- Quiero trasmitir al señor Diputado Fernández Chaves que la utilización del 
término acordado, entre comillas, fue utilizado por el abogado regional de Policía y corre por su 
cuenta. Pero, evidentemente, acá se habló y se consintió, porque se había expresado claramente que 
aquellos que traspusieran la primera valla de personal policial desarmado iban a ser detenidos. 
Entonces, dijeron: "Vamos a ser detenidas ciento cincuenta y siete personas que estamos identificadas 
de esta manera. Estamos de acuerdo en ser detenidas". La Jueza y la Fiscal estaban a escasos diez 
metros de la situación; cuando empezaron a detener a la primera persona y a conducirla en fila india - 
como dice el señor Diputado Orrico-, la señora Jueza no se opuso. De lo contrario, hubiera dicho: 
"¿Qué están haciendo con esta gente? ¿Por qué la están llevando detenida?". Quiere decir que 
consintió tácitamente la detención, y luego se reunió con el asesor, con el Jefe de Policía, con el asesor 
de FUCVAM y con el señor Porley para que se fuera dejando en libertad a estas personas en 
determinados tiempos y no a todos juntos a fin de evitar un problema. 


El término "acordado" corre por cuenta del asesor regional, que es de los pagos del señor Diputado 
Fernández Chaves. Yo simplemente leí textualmente lo que él escribió. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En realidad, dejando las bromas aparte, yo interpreté lo de "arresto 
acordado" como que no se iba a oponer resistencia a la detención. De ahí que no me parezca traído de 
los pelos que se haya utilizado esta expresión, porque, en realidad, la desobediencia se produjo antes 
con la marcha que pretendía dirigirse a Punta del Este. Ahí sí tenemos una posible hipótesis de 
desobediencia abierta con menoscabo a la autoridad que podría haber originado o no 
responsabilidades penales. Nosotros no nos vamos a pronunciar sobre eso porque no es el centro del 
tema y, además, es una hipótesis delictiva que más de una vez hemos pensado derogarla del Derecho 
Positivo. Supongo que a lo que se refiere el informe cuando dice "detención acordada" es a que no se 
opuso resistencia a la detención. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Agradezco al señor Subsecretario la aclaración. Por supuesto que 
nuestras palabras no iban en menoscabo de la expresión de quien la puso allí sino de nuestro doble 
asombro. En primer lugar, por el desconocimiento más absoluto de los manifestantes acerca del 
Derecho Positivo uruguayo. Me imagino a quien hizo el dictamen leído por el señor Subsecretario 
tratando de asirse de alguna norma legal, administrativa o decreto, a los efectos de tipificar, identificar 
o materializar un término a esta curiosa propuesta de detención voluntaria acordada. Cualquiera de 
estas palabras podrían haber correspondido. 


Me parece que esto revela -y por eso mi asombro en primer término- el sentido político de esta marcha. Es 
decir, la voluntaria intención de perturbar políticamente al país. 


En segundo término, esto es atentatorio contra lo que el país tiene que defender: el orden público. 


Como sabe, señor Presidente, el señor Ministro y el señor Subsecretario no pertenecen a nuestro partido 
político. Por lo tanto, no vamos actuar de abogados de ellos. Pero de los que sí vamos a actuar de abogados es 
de la gente que trabaja en nuestro país, en Maldonado, en Punta del Este, en Piriápolis, en Atlántida, en El 
Pinar o en cualquier balneario donde todos los años esperan que exiguos dos meses sean parte del trabajo de 
todo un año. Aquí hay Diputados de Canelones y de Maldonado que conocen la realidad de los balnearios y 
lo que representa para el almacenero, para el dueño del café o del supermercado el orden y la paz pública 
para que el turista venga a nuestro país. No es necesario traer ejemplos de otros lados. Basta ver a Colombia 
que tiene costas estupendas para saber que la actividad terrorista -no estoy haciendo una comparación-, de 
perturbación del orden público -y estoy haciendo este planteo con total claridad... 


(Diálogos. Interrupción del señor Diputado Orrico) 


En Colombia, la actividad terrorista, que es el grado máximo de desorden público al que podemos 
asistir, ha hecho que el turismo se desvanezca. En ese país hay balnearios estupendos, como los hay en el 


nuestro. 


Este no es un hecho aislado, por eso estamos haciendo esta exposición, porque la convocatoria al señor 
Ministro del Interior no es una convocatoria cualquiera. Es una convocatoria que tiene una relevancia 
fundamental, sobre todo, por una acusación que se ha hecho pública. Repito: no estamos ni vamos a ser 
abogados del Ministro ni del Subsecretario, pero sí decimos que en nuestro país no ha habido violación de la 
Constitución; en nuestro país se han respetado las normas. 


He seguido este caso por medio de la prensa con absoluto detalle y he seguido las explicaciones que han dado 
hasta el momento el señor Ministro y el señor Subsecretario. Me parece que han actuado con absoluta 
corrección y en apego a la Constitución y la ley. Es más: si el Ministro no hubiera actuado como lo hizo, 
salvaguardando los derechos de quienes trabajan en Maldonado, dando el marco para que la manifestación se 
pudiera realizar en otro lugar -lo que es muy importante establecer; por ejemplo, en la Parada 5, en 
Maldonado; no recuerdo la intersección de las calles-, el Partido Nacional lo hubiera llamado a 
responsabilidad por omisión. A nosotros nos parece que ese derecho, que en escasos dos o tres meses están 
ejerciendo quienes trabajan por el país y para la manutención de sus familias, tiene que ser salvaguardado por 
el Estado, cualquiera sea el Ministro y el Presidente, sea del Partido Colorado, del Partido Nacional o del 
Frente Amplio. Entonces, desde nuestro punto de vista se cumplió con el deber y se actuó en consonancia con 
la Constitución, la ley y los decretos correspondientes. No se precisa ser abogado para saber que hay leyes y 
decretos que establecen cómo, cuándo y dónde se puede realizar una manifestación pública. Se ha dicho, que 
para una manifestación popular, como por ejemplo, un clásico de fútbol, se establece toda una zona de 
exclusión. El otro día fui a un partido de fútbol y tuve que caminar varias cuadras. A eso nadie le llama 
violación de la Constitución, de la ley ni de los derechos humanos. 


Nuestro asombro es que se haya convocado al Ministro pero no para decirle: "usted tiene que hacer respetar 
la Constitución, la ley y el derecho de los ciudadanos cualquiera sea el balneario o la ciudad donde se esté 
tratando de realizar manifestaciones de este tipo". Se lo tendría que haber citado si hubieran estado omisos en 
este deber. 


Por lo tanto, creo que esta convocatoria viene bien para dejar en claro nuestra posición. Ya el Gobierno del 
Partido Nacional aseguró por medio de sus Ministros del Interior la paz pública e interior. ¡Bien que nos 
costó en algún caso! Por ejemplo, cuando por orden judicial se ordenó alguna medida y, algunos ciudadanos 
y alguna fuerza política, transgrediendo esa orden judicial alteraron el orden público y se terminó como se 
terminó en alguna instancia. Es necesario decir claramente que nuestro ordenamiento jurídico y 
constitucional prevé los derechos y las garantías individuales. En este caso han sido observadas en defensa de 
la mayoría de la población. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Lamento que no estén aquí los legisladores que sí estuvieron 
presentes en el momento en que ocurrieron los hechos porque, sin duda, podrían habernos enriquecido 
con sus vivencias sobre lo que allí sucedió. 


También me pongo en el pellejo de nuestro amigo, el Diputado Orrico, quien con mucho denuedo se ha 
batido aquí, solo, sin el respaldo de su fuerza política al punto que los otros dos integrantes de su colectividad 
política en esta Comisión no han comparecido. 


(Diálogos) 


SEÑOR BELLOMO.- Aclaro que pertenezco a la misma fuerza política que el Diputado Orrico y que 
los representantes del sector en la Comisión son la señora Diputada Percovich y el señor Diputado Díaz 
Maynard. La Diputada Percovich no ha concurrido porque está de viaje y el Diputado Díaz Maynard 
porque se encuentra enfermo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Ha venido a engalanarnos con su presencia el Diputado Bellomo 
pero no es miembro de esta Comisión. 


Vamos a ocuparnos ahora del tema que nos convoca. Nos llama mucho la atención esta situación, muy bien 
relatada por el doctor Piquinella a quien conozco hace muchos años. El desarrolla sus actividades en la 


ciudad de Minas y ha sido siempre una garantía como abogado regional de la Policía en el este del Uruguay. 


Nos llama particularmente la atención el hecho de que haya habido una resolución de una asamblea de 
provocar el arresto. Esto es poco menos que el espíritu de inmolación para ser detenidos -claro que por unos 
minutos, o un par de horas- que tuvo un conjunto de personas, mediante una resolución previa asamblea. Es 
decir, el hecho no se produce en ese instante y como consecuencia se producen las detenciones. Reitero, iban 
previamente decididos a ser detenidos, nada menos que por una formal resolución de asamblea. Es ese 
espíritu formalista que tenemos los uruguayos lo que hizo que eso necesitara una resolución de asamblea. 


Entonces, provocaron su propio arresto y se lo anunciaron a la propia Policía. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Si no entendí mal, acercaron un listado con los nombres y cédulas de 
identidad de las personas que iban a ser detenidas. ¿Es así señor Subsecretario? 


SEÑOR BORRELLI.- Sí, es así. Dejo una copia de ese listado en esta Comisión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Eso agrega otro elemento del tipo "fellinesco" a esta situación: 
entregan un listado con el nombre de las personas que tendrían que ser detenidas por la Policía. 


En esta situación que plantea el Diputado Orrico, ¿cuál es la irregularidad?. Concretamente, él señaló que a 
su juicio la irregularidad estaba en que esas aproximadamente ciento sesenta y nueve personas pensaban ir 
por la vereda, sin cánticos, sin ningún tipo de estandarte y demás, a depositar una ofrenda floral al 
monumento a Artigas en la plaza respectiva en Punta del Este. 


Me parece que el Diputado Orrico ignora la tarea preventiva de la Policía que es fundamental. ¿O alguien 
piensa que se trataba de ciento sesenta y nueve angelitos que iban por la vereda cantando el arroz con leche? 
No era eso. Se trataba de personas que estaban dispuestas a sortear las vallas en una primera instancia y, 
posteriormente, iban a manifestarse, no en forma violenta porque supongo que no sería así, provocando un 
desorden en un lugar donde se les había advertido por parte del Ministerio del Interior que no era 
conveniente. 


No se trataba de bebés ni de gente que iba a cantar el arroz con leche. Se sabe lo que iban a hacer; vamos a no 
ser tan ingenuos. 


Otro hecho que llamó la atención fue la presencia en esa reunión de representantes de movimientos 
extranjeros, unidos ideológicamente, con quienes resolvieron la realización de esa marcha, concretamente, 
con FUCVAM. Se encontraban allí miembros de los piqueteros argentinos que hicieron un encendido 
discurso; por supuesto, no muy pacifista. 


SEÑOR LACALLE.- Diría que incendiario. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- En efecto; se trató de un discurso incendiario, amenazando con 
barrer todas las instituciones del Uruguay. Inclusive, preguntaría al señor Ministro y al señor 
Subsecretario si se tomó alguna medida con respecto a los piqueteros argentinos, ya que esa es una 
situación grave. 


La otra imputación que realiza el señor Diputado Orrico, como un hecho de trascendencia excepcional, es a 
quien le cabe la responsabilidad del corte de tránsito que hubo durante determinado lapso en la ruta 
interbalnearia. 


En realidad, en esto se está poniendo la carreta delante de los bueyes. Decir eso es como plantear que si la 
Policía interviene cuando se produce determinado homicidio en una calle y corta el tránsito, tiene la culpa del 
corte de tránsito y no quienes ocasionaron el incidente previo. 


En este caso, la responsabilidad es de quienes circulaban por el medio de la carretera, cortando el tránsito y 
provocando todo tipo de desórdenes. 


Conozco un caso particularmente muy grave, y no voy a hacer ningún tipo de exageración, que le ocurrió a 
gente que tenía que ir para Tucumán porque había fallecido un familiar. Ellos perdieron el avión en Laguna 
del Sauce y después tuvieron que hacer todo tipo de combinaciones para ir al velorio de la madre de uno de 
los miembros de ese matrimonio. ¿También de eso fue culpable la policía? Entonces es culpable de todo; 
culpable porque bogas y culpable porque no bogas. 


Quiero señalar que la expresión del señor Diputado Borsari Brenna respecto a lo que es la defensa de la zona 
en el departamento de Maldonado en esta época, tiene que ser especialmente atendida. Sobre todo en un 
momento de crisis importante -que todos sabemos- desde el punto de vista laboral, que reflejó en el verano 
del año pasado una crisis turística también muy importante. Y uno de los factores más trascendentes que hay 
en materia turística es, justamente, la seguridad. La seguridad no significa sólo seguridad para evitar que se 
robe o se realice un motín, sino que también significa que no haya gente que provoque cierto tipo de 
desorden que a un turista no le gusta. 


Recuerdo que cuando llegué a Sevilla, un 1” de mayo del año 1997, se preparaba una gran manifestación, se 
sabía que no iba a haber ni muertos ni caos; sin embargo, salimos de esa ciudad porque se anunciaba que iba 
a ser un gran acto, con eventuales desordenes y demás. Esa es la mentalidad que tiene el turista; los turistas 
pensamos que tenemos que desvincularnos de toda la problemática. Eso mismo es lo que sucede con los 
turistas que recibimos en Maldonado. Por eso es que todas las organizaciones de las fuerzas vivas de ese 
departamento manifestaron su apoyo a la actividad cumplida por el Ministerio del Interior. Es importante 
decirlo. Desde las organizaciones empresariales hasta algunas de tipo sindical, han manifestado su apoyo a la 
actitud que mantuvo el Ministerio del Interior. 


Quien vive allí, quien mama la problemática que existe en el departamento de Maldonado, sabe 
perfectamente que es cuestión de vida o muerte la tranquilidad. Nos parece muy bien que el Ministerio haya 
tomado todas esas medidas precautorias a efectos de salvaguardar el orden público. Es más, varias de esas 
organizaciones han sostenido que la detención debió producirse antes, en el cruce de Pan de Azúcar, lo que se 
llama el cruce peligroso, varios kilómetros antes de donde se produjo. 


Esa situación está determinando el apoyo que a nivel de toda la comunidad del departamento de Maldonado 
recibió la actitud del Ministerio del Interior. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Ministro del Interior y el Subsecretario deben tener muchas cosas para 
hacer, mucho trabajo. Aquí hay dos tipos de intervenciones, las que pretende hacer, por ejemplo, el 
señor Diputado Michelini, quien dijo que quería hacer una pregunta, y la que estoy seguro que va a 
realizar el señor Diputado Bergstein que me atrevo a interpretar que no va a ser una pregunta sino - 
como lo hicieron los señores Diputados Fernández Chaves y Borsari Brenna- una manifestación de 


apoyo. 


Por una cuestión de celeridad debido a que, seguramente, el señor Ministro y el Subsecretario tienen muchas 
cosas para hacer, concluiría con las preguntas específicas motivo de la convocatoria. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Efectivamente no vamos a hacer preguntas; algunas enjundiosas exposiciones 
que hemos escuchado nos relevan de hacer algunas consideraciones sobre la constitucionalidad o 
legalidad de la actuación del Ministerio. Creemos que eso está fuera de discusión. 


Quisiera hacer un poquito de historia. En la Constitución del 18 no se incluyó la cláusula relativa al derecho 
de reunión -con limitaciones o referentes al orden público- porque se entendió innecesario dado que existía la 
Ley de 1897. Recién se incluyó en la Constitución del 33. En aquel entonces -y esto es un antecedente muy 
interesante- Eugenio Gómez que, como se recordará, fue el fundador del Partido Comunista en el Uruguay, 
planteó una disposición donde se establecía el derecho irrestricto de reunión y otros derechos más, pero para 
obreros, campesinos y estudiantes. La cita la extractamos de Justino Jiménez de Aréchaga. Lógicamente, al 
establecer ese privilegio para obreros, campesinos y estudiantes crearía dentro de la población del país una 
casta, un sector privilegiado, por encima de los demás habitantes. Lo menciono porque no sé si no es eso lo 
que está subyacente por lo que luego va a ser nuestra argumentación central. 


En la Constitución del 34 fue que se incluyó esta disposición y se establece que la ley debe reglamentarla. 
Justino Jiménez de Aréchaga entiende que la reglamentación ya es la propia ley de 1897 y en una llamada del 


Tomo Í del Tratado de su autoría dice que la citada ley sigue vigente al presente a más de noventa años. Creo 
que la fecha está equivocada. 


Se han leído aquí las disposiciones de la Ley Orgánica Policial, los decretos, y el artículo 168 de la 
Constitución; todos tenemos claro que el Poder Ejecutivo tiene no el derecho -como decía el señor Diputado 
Borsari Brenna- sino la obligación de conservar el orden público. Conservar significa preservar, significa -lo 
decía el señor Diputado por Maldonado Fernández Chaves- una actividad de naturaleza preventiva; si 
después no pasó nada grave, mejor. 


Pero lo que me inquieta es otra cosa. Digamos que el Gobierno estuvo equivocado en la interpretación legal 
de las normas; digamos que el Ministro del Interior y el Subsecretario están equivocados; digamos que 
Justino Jiménez de Aréchaga está equivocado; entonces, ¿qué se hace? ¿Se desobedece la norma o dentro del 
estado de derecho se recurren a las vías para que las cosas se resuelvan de forma ajustada a derecho? Esto es 
muy grave. Quiere decir que sabían que necesitaban la autorización, fueron al Ministerio, el 15 de enero 
estuvieron con el Jefe de Policía de Maldonado. Sin embargo, hicieron la marcha y si no hubiera estado la 
valla hubieran seguido. Quiere decir que lo que está en la esencia es el derecho de que si no estoy de acuerdo 
con lo que dispone la autoridad yo me convierto en Juez y parte al mismo tiempo. Quiere decir que si un Juez 
mañana condena a alguien injustamente -se equivocó, el Juez es humano- e impone una pena, esa persona 
tiene el derecho de quebrantarla. Si no estoy de acuerdo con el fallo de un Juez lisa y llanamente no cumplo 
con dicho fallo porque no estoy de acuerdo. Eso es lo que está en el fondo de la actitud de FUCVAM y de 
todas esas organizaciones afines. Si la autoridad legítima, democráticamente elegida, interpreta 
equivocadamente una disposición legal -interpretación que, a nuestro modesto juicio, es ajustada a derecho-, 
que apelen a los recursos que el estado de derecho les concede. Esta reflexión que quería compartir en el seno 
de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración es un tema clave que se va a 
repetir una y cien veces. Si no estamos de acuerdo con lo que dice la autoridad no podemos hacer justicia por 
mano propia. 


Por otra parte, nos preguntamos por qué Punta del Ese viene siendo objeto de una demonización, cuando ya 
se ha dicho aquí lo que significa para el turismo, como ingreso de divisas y fuente de trabajo. Cada uno de los 
episodios ocurridos -el turista argentino que perdió el avión, la persona que no pudo seguir la carretera por el 
embotellamiento- contribuyen a perjudicar nuestra imagen turística. No nos olvidemos que el turismo es hoy 
una de las actividades más competitivas del mundo y que hay otros que van a aprovechar esa imagen. Junto 
con el señor Diputado Ponce de León recibimos hace poco al Plenario de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay y de pasada, cuando dijeron que ellos iban a seguir con sus reclamos, mencionaron la marcha a 
Punta del Este. El Movimiento 26 de Marzo quería conmemorar la fecha de constitución del Frente Amplio 
con una marcha a Punta del Este. Es tan fácil hacer daño y destruir y tan difícil construir. 


El Secretario General de FUCVAM, el sábado 8 de febrero en el diario "El Observador" dice: "¿Por qué 
Punta del Este y en el verano? 'Es para nosotros un balneario de exclusión donde no pueden descansar la 
mayoría de los que trabajamos, y buscamos un lugar de fuerte impacto para los medios de comunicación - 
explicó González-. Después de lo que pasó con el PPZCNT en el verano del año pasado, nos pareció que 
había que redoblar la apuesta" -no alcanzó- "y creo que nos salió muy bien". 


Refiriéndose a los argentinos que vinieron a acompañar, que no lo hacían precisamente en plan de turistas 
decía: "Los compañeros vinieron aquí en solidaridad con nuestros reclamos". Pero resulta que el señor Luis 
D'Elía que es la figura más visible de los piqueteros argentinos dice: "Los únicos violentos están del otro 
lado," -se refería a los que estaban del otro lado de la valla- "los saqueadores son ellos, los explotadores son 
ellos". 


Quiere decir que de a poco se está haciendo claro por qué Punta del Este y no ningún otro lugar de la 
República. No se olviden que estamos hablando de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Viviendas de 
Ayuda Mutua y que yo sepa el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el 
Banco Hipotecario del Uruguay no tienen sus casas matrices en Punta del Este. Que vayan al Ministerio 
correspondiente, ¿por qué van a Punta del Este? El señor González nos está dando una explicación muy clara 
de por qué eligieron Punta del Este. Esto genera un daño y, dicho sea de paso, me parece que se da de narices 
con lo que es la plataforma del Frente Amplio en materia de turismo. Tengo en mi poder el programa del 
Frente Amplio y habla de fortalecer la actividad turística y del desarrollo del turismo receptivo regional. ¿A 
ustedes les parece que con estas marchas vamos a desarrollar el turismo receptivo regional que reclama la 


plataforma del Frente Amplio? Nosotros creemos que no, que no vamos a desarrollar ese tipo de turismo 
receptivo. 


Consideramos que hay que reflexionar rápidamente sobre eso. Más allá del derecho que tienen las 
autoridades sobre las zonas de exclusión, todo indica que se va a insistir y a tratar de imponer determinados 
puntos de vista de cualquier manera. No nos olvidemos que FUCVAM es una organización cuya dirigencia 
está totalmente politizada, identificada con algunos de los grupos políticos que integran el Frente Amplio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Orrico) 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Le voy a pedir que se remita al objeto de la convocatoria, porque al 
señor Ministro no le interesa una discusión sobre si FUCVAM pertenece o no al Frente Amplio. Yo le 
digo que no, pero no importa porque no es el tema. Por lo tanto, le pido que se remita al objeto de la 
convocatoria. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Tiene razón señor Presidente. 
SEÑOR VENER CARBONI.- No se deje censurar, señor Diputado. 
SEÑOR BERGSTEIN.- Vamos a mantener el debate en los carriles en los que se venía desarrollando. 


Aquí hubo un episodio con varios protagonistas: la policía y FUCVAM. ¿Qué es FUCVAM? El último 
comunicado de prensa que tengo, que es del 13 de febrero de 2002, expresa: "Inmediata renuncia del equipo 
económico de Gobierno que solo intenta el remate del país". Quiere decir que estamos ante un hecho político, 
que apunta hacia Punta del Este con una finalidad determinada, en un momento en que el turismo es tan 
competitivo y que nuestro país no está pasando el momento más brillante: ir a dañar. ¿Cuál es la filosofía 
subyacente en ese tipo de hechos? Planteo una pregunta en forma retórica y no para que ningún legislador se 
sienta aludido en lo personal. Ese es el fondo del asunto. Por un lado, hacen justicia por mano propia, no 
aceptando las disposiciones, las resoluciones equivocadas, o no, de la autoridad. Si están equivocadas que 
apelen a los recursos legales. Y por otro, continúa una demonización de Punta del Este que me hace recordar 
-tengo un poco más de años que el señor Presidente- aquel verano caliente cuando se aplicó al balneario un 
golpe mortal del que le llevó mucho tiempo recuperarse, cuando se anunció que iba a ser el teatro de las 
confrontaciones que en aquel momento tenían lugar. 


Agradezco que se me haya autorizado a hacer uso de la palabra en el seno de esta Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- El tema que nos ocupa es interesante y presenta muchísimas aristas. Además, 
el señor Ministro y el señor Subsecretario han incorporado algunos elementos dignos de análisis. Por 
ese motivo, vamos a leer con atención la versión taquigráfica a los efectos de hacernos una composición 
de lugar lo más adecuada posible. 


Muchas de las expresiones que aquí se dijeron -con las cuales podemos discrepar- vamos a dejarlas en 
suspenso en la medida en que consideramos que no es una reunión de debate sino informativa. En ese 
sentido, voy a formular una pregunta muy concreta al señor Ministro. Esta reunión, asamblea o acto que se 
quería realizar en el principal balneario de nuestro país se enmarca, desde mi punto de vista, en el artículo 38 
de la Constitución de la República. Como asumo que era una reunión pacífica y sin armas, la lógica de la 
hipótesis tiene que ver con el final del artículo, donde se sostiene que se puede suspender este derecho en 
virtud de una ley, y solamente en cuanto se oponga a la salud, la seguridad y el orden públicos. Me gustaría 
que el Ministerio explicitara las razones y en virtud de qué ley se asumió que se ponía en riesgo la salud, la 
seguridad y el orden públicos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No sé si el señor Diputado estaba presente al principio de la 
reunión cuando comencé mi exposición, estableciendo los criterios que respaldaban la decisión que 
tuvo el Ministerio al impedir que la concentración fuera en la península, dándole a los organizadores 
alternativas de otro lugar, como el año pasado se le dio al PPI-CNT. 


El artículo 168 de la Constitución de la República establece: "Al Presidente de la República, actuando con el 
Ministro o Ministros respectivos, o con el Consejo de Ministros, corresponde: 1%) La conservación del orden 
y la tranquilidad [...]". La Ley Orgánica Policial establece cuáles son los contenidos y los fundamentos del 
orden público; el decreto de octubre de 1946 ratifica y explicita mucho más el concepto de orden público; 
algunas referencias del Comité de Libertad Sindical de la OIT también sirven para interpretar cuál es el 
concepto que debe regular el orden público; el decreto de 1969 establece las exclusiones que el Poder 
Ejecutivo puede establecer para determinadas concentraciones y manifestaciones; el Decreto N* 127, de 1999 
hace exactamente lo mismo; el Decreto N* 157 hace exactamente lo mismo. Es decir, hay una serie de 
disposiciones constitucionales y reglamentarias que avalan y respaldan al Poder Ejecutivo y al Ministerio del 
Interior a los efectos de determinar la conveniencia o no de las concentraciones o manifestaciones en 
determinados lugares. 


SEÑOR BELLOMO.- Agradezco a los miembros de la Comisión por autorizarnos a hacer uso de la 
palabra en esta Comisión, que no vamos a engalanar, como un Diputado ha tenido la deferencia de 
mencionar, sino que probablemente desentone porque tampoco tendrá el fundado y profundo 
conocimiento que algunos señores Diputados han expuesto. 


(Interrupción del señor Representante García Pintos) 


Tampoco lo mío va a presentar algún rasgo irónico, porque no estoy capacitado para ello y porque 
me parece que no es lo mejor ni lo que venimos a hacer. 


En primer lugar, quiero tener para con el señor Ministro y señor Subsecretario un reconocimiento que a ellos 
les consta, pero -nobleza obliga- hay que hacerlo público, con respecto a la seriedad con que encaran la labor 
ministerial y a la preocupación permanente que demuestran en mejorar la gestión de un Ministerio que, sobre 
todo en algunas de sus dependencias, no conforman plenamente -ni a ustedes ni a nosotros- las actuaciones. 
Saben que en esto los acompañamos. 


También saben -es bueno y necesario decirlo- que nosotros tenemos dudas por algunas decisiones y 
procedimientos que jerarquías o dependientes del Ministerio llevan adelante. 


Es muy claro que hay otros temas por los que seguramente recibiremos, a la brevedad, al señor Ministro, al 
Subsecretario y a la delegación que designen, en la Comisión de Derechos Humanos. Creo que debemos 
encarar esto con ponderación, con seriedad y sin irnos a extremo. Creo que importan más los hechos -voy a 
hacer referencia al Diputado preopinante- que las palabras o los comentarios en cuanto a que todos quieren ir 
a Punta del Este. Creo que aquí, lo que más importa, es lo que realmente pasa, más allá de las expresiones de 
voluntad o de los comentarios. 


Se podrá decir que hubo quien planteó que el Frente Amplio u otra organización fuera; creo que lo que 
importa es quiénes deciden que van y quiénes no, y si se ha perturbado o no la tranquilidad de Punta del Este, 
el derecho de sus habitantes -permanentes u ocasionales-, y cómo son las cosas en realidad. Quiero señalar 
que a mí me han preocupado las decisiones políticas y que tengo dudas en cuanto a procederes -si el señor 
Ministro o el señor Subsecretario lo entienden pertinente me responderán en la oportunidad debida. También 
confieso que no me queda claro si fue decisión ministerial, del señor Presidente de la República, de todo el 
Poder Ejecutivo, que seguramente será en forma consultada y se asumirán como propios. Y recuerdo que el 
año pasado, ante una situación similar, el señor Ministro del Interior compareció ante la Comisión 
Permanente del Poder Legislativo, con anterioridad a la famosa y mentada marcha del PPE.CNT a Punta del 
Este. 


Confieso que sin cambiar en esencia, sí hubo cambios que me preocuparon. Me levanté de la Comisión 
Permanente con la convicción de que la marcha estaba autorizada hasta cierto destino, pero al día siguiente, 
por la prensa, me enteré que hubo modificaciones. 


Reitero que no es por cuatro cuadras más o menos que estamos enjuiciando una política o arrojando dudas 
sobre el proceder de ciudadanos que sabemos honestos. No, estamos diciendo que a veces, esos mismos 
cambios, generan confusiones que después enrarecen el ambiente en general. Y hay veces en que las 
confusiones despiertan, sobre la marcha -vaya aquí el símil y la terminología- reacciones diferentes sobre la 


marcha que luego determinan que no sea fácil tomar las actitudes más ponderadas cuando hay cambios que 
se presentan en el correr de las tratativas y en el desarrollo mismo de la marcha. 


Se hizo referencia a la ausencia de compañeros representantes de esta fuerza política. Quiero dejar sentado 
que la ausencia de algunos compañeros es notoria porque unos no están en el país y otros están inhabilitados 
por su salud, y no han podido designar suplentes pues la Cámara no se ha reunido para que esto sea posible. 


Quiero dejar esto en claro porque corresponde que se aclare que los ausentes son tales por motivos ajenos a 
su voluntad y no por una determinación política, ni mucho menos por la irresponsabilidad de no estar 
presentes. 


Asimismo, también lamento -como fue señalado- que falte el testimonio de alguno de los legisladores - 
también pertenecientes a esta fuerza política- y eventualmente de algún otro que haya estado cercano a la 
marcha. No voy a hablar por ellos, no es mi tarea ni cometeré ese falta de respeto. 


Voy a hacer un comentario en cuanto al término de la captura o acordada o aceptada. El acordado o aceptado 
no demuestra otra cosa que ese proceder pacífico ha sido mucho más propenso y conteste al acatamiento que 
a las desobediencias. Aquí tenemos que valorar que han sido muchos más los acatamientos de FUCVAM que 
las desobediencias que eventualmente se hayan producido. 


Un legislador preopinante decía que ya tenían un listado preparado. ¡Claro! ¡Es elemental! Tuvieron el listado 
durante toda la marcha y lo necesitaban para ella; si lo entregaron para facilitar las cosas, no digo que haya 
sido elaborado para ir detenidos a determinada hora de cierto día. Ese listado estaba preparado y creo que fue 
algo sano porque entiendo que era -me corregirán si no es así- parte de lo convenido, acordado o del sentido 
común del control de la organización de esta marcha. 


También quiero aclarar que no soy vocero de FUCVAM, ni lo asumo ni pertenezco a la organización, ni es 
una organización que pertenezca a nuestra fuerza política, más allá de coincidencias, de vínculos o de que 
mucha gente que está en FUCVAM pueda pertenecer a la misma fuerza política. 


Voy terminando con dos conceptos que me parecen muy importantes. En primer lugar, debemos propender al 
equilibrio entre los derechos de todos. Y yo valoro, reconozco y admito el derecho al descanso y a la 
seguridad, pero también creo que es necesario armonizarlo con el derecho a la libre expresión en todo el 
territorio nacional. Podremos evaluar, pero también es difícil que siempre coincidamos en que nunca se 
pueda realizar en determinado lugar. 


Dejo esto como una preocupación que tengo, aunque no estoy haciendo acusaciones. Sobre todo cuando el 
origen de esta marcha -bien decía el señor Diputado Bergstein que quizás habría que ir a otra institución del 
Estado a manifestar; yo no lo quiero dejar pasar y lo digo para que conste en actas-, en el acierto o en el error, 
fue que no se destinaron US$ 100:000.000 que correspondían a esta gente, a las viviendas y al trabajo de los 
uruguayos. También me consta que no es responsabilidad directa de este Ministerio el no otorgamiento de 
esos fondos; pues bien, nuestro contacto con el Poder Ejecutivo y con el señor Presidente, lo hacemos a 
través de los señores Ministros. 


Por supuesto que no voy a ser yo quien laude esta discusión. Solo quería presentar mi humilde opinión, 
respetuosa como siempre, y preocupada porque hay actitudes del Ministerio que no condicen con lo que 
nosotros también creemos que es la preocupación de esta Cartera: salvaguardar los derechos. Hay 
procedimientos que seguiremos analizando además porque me parece muy importante una cuestión que 
señalaba el señor Diputado Borsari Bremna, que es respetar la Constitución, la ley y los derechos de todos y 
cada uno. Y si hablamos de esto, entonces también hay que armonizar los derechos del veraneo y del 
descanso que tengan los habitantes ocasionales o permanentes de Punta del Este con los de las demás 
personas que puedan presentarse en delegación, y podríamos haber discutido lo de la ofrenda floral. Me 
parece -no estuve en las conversaciones- que se pudo haber manejado de otra forma, pero no puede ser que 
siempre en el equilibrio de derechos la balanza se incline hacia el mismo lado. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Si uno fuera a separar la paja del trigo -siguiendo ese dicho popular, 
creo que el grano sería muy poco. Lógicamente, reconocemos que existe el legítimo derecho de 
convocar al señor Ministro. Nunca dejaré de apoyar una convocatoria para ampliar información, para 
poner las cosas en su lugar, para que se diga lo que se tenga que decir, siempre en el ámbito del respeto 


y de la seriedad. Pero uno se pregunta qué ha quedado de todo esto o qué puede quedar; es como que 
hubiera sido prácticamente forzada esta convocatoria al señor Ministro porque no ha agregado 
absolutamente nada. No voy a decir que es para hablar en la prensa porque sería una temeridad de mi 
parte, pero no ha quedado absolutamente nada dado que es un tema que está laudado, por lo menos en 
lo que tiene que ver con la marcha de FUCVAM, con el Ministerio del Interior y con los mandos 
policiales, cuya fuerza actuó correctamente. Desde el primer momento se contó con la presencia del 
señor Juez y del Fiscal, quienes vieron los procedimientos, inclusive, los de detención de los 
participantes que fueron detenidos. Quiere decir que todo se hizo ajustadísimo a derecho, con un 
sentido común muy importante de parte de las autoridades y, además, cumpliendo con la obligación de 
evitar el desorden, porque creo que para eso también está el Ministerio del Interior. Alguien podrá 
decir: "¿Pero qué desorden, si era una marcha pacífica?". Desde el momento en que el Poder Ejecutivo 
determinó que "a Punta del Este, no", igual que el año pasado respecto al lugar por donde pretendía 
pasar la marcha del PIT-CNT, es el que tiene la responsabilidad. También es cierto que por eso ha sido 
convocado acá el señor Ministro y ha dicho las cosas que tenía para decir, que no deben ser muchas 
porque ya está todo dicho en la prensa y en la Justicia, y las cosas salieron como debían. Realmente, si 
no se hubiera hecho esta convocatoria, no habría dejado de agregarse nada a lo que ya estaba en todo 
este expediente. 


El año pasado fue la marcha del PI.CNT a Punta del Este, este año se realizó la de FUCVAM y se anuncia - 
por lo menos se anunciaba, no sé si habrán dado marcha atrás- una de jubilados, por supuesto, vinculados de 
una u otra manera a grupos de izquierda. Pienso que el apoyo que a veces se consigue de determinadas 
fuerzas políticas es producto de la inmadurez que hay en este país en algunos sectores. Porque yo no creo que 
acá haya maldad o mala intención, sino inmadurez. Solamente a algunas personas y a algunas organizaciones 
sindicales, cooperativistas y políticas se les puede ocurrir esta suerte de canibalismo -vamos a llamarlo así-, 
según el cual algunos trabajadores someten a otros al estrés y a la angustia, en momentos difíciles para el país 
y para la familia oriental, de pensar que se pone en duda la estabilidad de su fuente laboral. Eso es producto 
de la inmadurez. 


En cuanto a por qué se actúa así por parte de las autoridades, recomendaría que se leyera una nota muy 
especial que se publicó en el diario "El Observador" hace dos o tres días, donde dos columnistas escriben y 
uno de ellos, precisamente, el que habla del canibalismo, es Maiztegui, quien además dice que si esto hubiera 
sucedido en Cuba -donde no hubiera sucedido porque allí no hay democracia ni libertad y no se permiten 
manifestaciones contra el Gobierno-, ¿a ver si se los hubiera dejado entrar a la selecta zona de Varadero, 
donde van los turistas extranjeros de fuerte poder adquisitivo a dejar los dólares para la alicaída economía 
cubana? 


Entonces, lo que pasó acá es lo que sucede en cualquier parte del mundo: no se puede ir a atentar contra una 
fuente de ingresos importante, como para nosotros es Punta del Este. Además, no es una fuente de ingresos 
que implica que lo que no se vende hoy, se vende mañana; no es así, porque se estaría desprestigiando a un 
balneario internacional como Punta del Este, donde, además de los problemas que tienen los argentinos y 
tenemos los uruguayos, se hipotecan a futuro próximas temporadas. Cuando los medios especializados en la 
vecina orilla empiezan a trabajar para sus lugares de veraneo y dicen lo que todos los años previo a las 
temporadas estivales: que en Montevideo pasa esto, que en Punta del Este, lo otro, que los precios están altos, 
además, con bastante mala fe podrían agregar que hay inseguridad, que hordas invaden la península -por 
supuesto que no fue así, pero ellos se van a encargar de ponerle la lupa- y, entonces, la gente se asusta, y no 
hay peor cosa que el turismo asustado, porque es el que no viene. 


Lo cierto es que, en definitiva, en el Uruguay pasan estas cosas, como el ejemplo que puso el señor Diputado 
Bergstein del verano caliente. Y es la realidad; hay una experiencia en la izquierda para causar daño al 
turismo uruguayo, a esa fuente de actividad tan importante: en épocas buenas, US$ 750:000.000 de ingreso 
de divisas, más que la exportación de todas las carnes uruguayas. Hay experiencia en provocar daño a 
actividades importantes. Pienso que tenemos que hacer un esfuerzo importante para que algunas cosas que 
son del pasado no se proyecten al presente y al futuro. Y que cada cual asuma las responsabilidades, porque 
las responsabilidades existen y la historia, que está escrita, asigna responsabilidades. No hay vuelta que darle. 
Ese vestido no se lo van a poder sacar nunca. Esa es la realidad. Cuando se dijo que se iban a colocar 
artefactos explosivos en las playas de Punta del Este fue verdaderamente dramático para la actividad turística. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señor Diputado, remítase al motivo de la citación. Estamos con un 
Ministro que ha tenido la amabilidad de venir. Sugiero que no empiece a tocar determinados temas, 
porque usted sabe que quienes pertenecemos a otra fuerza política no lo podemos aceptar, pero, por 
respeto al señor Ministro, tampoco podemos contestarle ahora; no nos obligue a dejar alguna 
constancia. 


Más allá de las fuertes discrepancias que hubo, esta ha sido una reunión de damas y caballeros; mantengamos 
ese clima hasta el final, por favor, señor Diputado. Esa ha sido la forma de actuar de esta Comisión, sobre 
todo cuando recibe a personas de la jerarquía del señor Ministro, y le pedimos que sea respetada. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Correcto. 


Lejos de mi ánimo está hacer una provocación. Simplemente, estoy haciendo referencia a hechos que son 
verdaderos, que los recoge la historia -repito- y que no se los puede dejar de lado porque forman parte de una 
unidad en un corto lapso, ya que treinta o cuarenta años en la historia de un país, aun en el caso de una 
República joven como la nuestra, no es mucho tiempo, por no decir nada. 

En definitiva, el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior, con el respaldo y la presencia 


permanente de la Justicia y de la Fiscalía hicieron lo que tenían que hacer. Reitero: hicieron lo que tenían que 
hacer, porque creo que hay cosas dentro de la seguridad pública que hay que preservarlas. 


SEÑOR Presidente, agradezco su tolerancia. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece enormemente la presencia del señor Ministro y del señor Subsecretario del Interior. 


Les deseamos a todos una buena jornada. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


